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Con respeto por la mayoría, como lo anuncié, salvo voto en este asunto, por dos razones principales que, de manera muy breve expondré. 

1) 
Al estudiar la ponencia puesta a consideración de la Sala, sugerí, y sostengo que así debió ser, que la jueza de primer grado se quedó corta en el recaudo de la prueba, particularmente, la testimonial, porque no precisó en los deponentes la razón de la ciencia de sus dichos, que es lo que sirve de apoyo a la providencia de la que me aparto, para desecharla, por cuanto carece de fuerza de convicción, lo cual se hubiera podido remediar ordenando su complementación en esta sede. 

Es que, el enfoque que en primera instancia se le dio a esos testimonios, más parecía dirigido a la declaración de una unión marital de hecho, que a la de una sociedad de hecho.

No se acogió la sugerencia de que se decretaran las pruebas de oficio, que eran necesarias en este caso, en el que ninguna desidia hubo en las partes, sino, al parecer de la mayoría, una deficiente dirección en su recaudo. 
Incluso parte de la prueba documental se desechó, porque venía en copia simple, autenticidad que también aquí puso haberse logrado. 
Como ello no fue aceptado, me aparto de la resolución final, porque se le cercenó a la demandante la posibilidad de un estudio diferente de la situación. 

2) 
Ahora, entendido como está que decretar pruebas de oficio en segunda instancia es una decisión propia del magistrado sustanciador y no de la Sala misma, estimo que aun con las recaudadas era suficiente para tener por acreditado el elemento de la sociedad de hecho que la mayoría echa de menos. Ciertamente, lo que se dice en la providencia es que los elementos propios de la misma son los aportes recíprocos de cada integrante, el ánimo de lucrarse o participar en los beneficios y las pérdidas, y la intención de colaborar en un proyecto o empresa común. Y se halló que, en el caso concreto, se dio por sentado que la demandante, con su trabajo doméstico, hizo aportes  para un designio común y, por ello, se tiene como un indicio la intención de conformar la sociedad; sin embargo, se descartó el ánimo de lucrarse o la participación en las pérdidas y ganancias, por la deficiencia en los testimonios recaudados. 
Mas, demostrados tales aportes y el ánimo de asociarse, ha debido tomarse partido por la interpretación favorable a quien, históricamente, tuvo que soportar el reproche social y la desventaja de no ser casada. La jurisprudencia fue sacando a la mujer del anonimato al que se veía confinada, hasta reconocerle, por vía de la declaración de sociedades de hecho, los derechos que usualmente se le arrebataban, hasta cuando el legislador, en un avance social importante, le dio el alcance que correspondía a las uniones maritales de hecho, con la Ley 54 de 1990. ¿Y por qué a la mujer?, porque lo usual era que el hombre se dedicara al trabajo fuera del hogar, en tanto que esta lo hacía dentro del mismo, y por ello era menos evidente su participación (lo cual no significa que respecto del hombre se vedara tal posibilidad). 
Y fue tan relevante ese progreso jurisprudencial, que incluso, ya en vigencia de esa nueva regulación, con vista en relaciones que se dieron en pretéritas épocas, llegó a concluir la alta Corporación que: 

En afán de precisión, para la Corte, la comunidad de vida singular, estable o duradera entre quienes como pareja conviven more uxorio, integran una unidad o núcleo familiar caracterizado por los lazos afectivos, la cohabitación, las relaciones sexuales, la ayuda y el socorro mutuos, por elementales reglas de experiencia, evidencia de suyo, por sí y ante sí, el prístino designio de conformar también una comunidad singular de bienes con esfuerzos recíprocos y el propósito de asociarse de obtener un patrimonio o “provecho económico común, sea mediante el aporte en dinero sin importar propiamente el carácter de las actividades que lo originan, o sea también con el trabajo doméstico y afectivo, o con esta y la ayuda en las actividades del otro socio” (cas. civ. 22 de mayo de 2003, Exp. No. 7826). 

Esta Sala, en consecuencia, acentúa la relevancia singular de la relación personal o sentimental como factor de formación, cohesión y consolidación del núcleo familiar, así como la particular connotación de las labores del hogar, domésticas y afectivas, en las cuales, confluyen usualmente relaciones de cooperación o colaboración conjunta de la pareja para la obtención de un patrimonio común. Para ser más exactos, a juicio de la Corte, el trabajo doméstico y afectivo de uno de los compañeros libres, su dedicación a las labores del hogar, cooperación y ayuda a las actividades del otro, constituyen per se un valioso e importante aporte susceptible de valoración, la demostración inequívoca del animus societatis  y de la comunidad singular de bienes, salvo prueba en contrario.

La pregunta que surge, después de ver que la demandante demostró, al decir de la mayoría, su aporte y el ánimo de asociarse, es entonces, ¿cuál es la prueba en contrario sobre el ánimo de lucrarse y de participar en las utilidades que aquí se aportó? Ninguna. Por el contrario, no tuvo en cuenta la Sala las versiones de los propios demandados, que por ser litisconsortes necesarios, se debieron valorar también como testimonios. Así, por ejemplo, Albeiro Agudelo Ocampo, fue claro en decir que en la finca había una tienda y era la demandante quien la manejaba, solo que adujo que las utilidades eran para ella; también dijo que sí se engordaban gallinas y cerdos, y que con el producto de su venta se iban a pasear; esos cerdos, dijo, los criaba ella, y reiteró que “el remanente o producto de esas ventas lo aprovechaban yéndose a pasiar a fiestas en Manizales, Marsella, Medellín, y así sucesivamente hasta que acababan con lo que tenían ahorrado”. 

Jhon Jairo Agudelo Ocampo también aludió a que ella criaba algunas gallinas y cerdos que luego consumían; y a la cantina que había en la finca, que manejaba la demandante, con algún surtido de tienda. También señaló que veía a su padre y a Ana Doris cada ocho días, cuando venían al pueblo a mercar. 

Henry Agudelo Ocampo, se refirió a la existencia de la cantina, que era por cuenta de ella. 

Amalia Agudelo Ocampo, señaló que las actividades de la demandante se reducían a criar algunas gallinas y el cerdo que no puede faltar, además de las labores propias de la casa.

Mónica Agudelo Quintero hizo alusión a que Ana Doris abrió una tienda en el silo y vendía normal, llegaban y encontraban los panes, el arroz, y ella mantenía ahí. 
Álvaro Agudelo Ocampo, igual que el primero de los demandados, dijo que Ana Doris vivía con su padre, le hacía de comer y levantaba pollos y un cerdo que “ellos mismos se lo gastaban en licor y yéndose a pasear lo que conseguían”. Luego dijo que ella cogía la plata de los animales y se la gastaba y a su padre nada le correspondía. 

Emerge de todo ello, como complemento al indicio que dedujo la Sala, que sí había una voluntad de realizar otras actividades, fuera de las domésticas, si es que estas no eran suficientes, tendientes a fortalecer la economía, así se utilizaran las ganancias en una de las tantas formas de compartir en pareja, que era viajando. Allí veo que está reflejado el ánimo de participar de las utilidades y las pérdidas, por reducidas que pudieran ser las recibidas, sin contar con que había una tienda, o una cantina, que, sin duda, también tenía que rendir algunos frutos, con los que se contribuía a ese fin.  

Sin ahondar mucho en este análisis, reitero que había en este caso elementos de juicio para dar por demostrados todos los elementos de la pretendida sociedad de hecho y, por tanto, el fallo de primer grado, debió ser confirmado, sin perjuicio de que se revisara, eso sí, la época en la cual pudo existir la sociedad, pues el extremo inicial no es del todo claro. 
Dejo plasmado así mi salvamento.

Pereira, agosto 14 de 2017
JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

Magistrado
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